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SENTENCIA INTT]RLOCUTORIA DEL'I'IIIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 5 de novierrbrc de 2018

ASt.rNt o

Recurso de ágravio sonstitLrcional intcrpuesto por la Oficina de Normalización
Previsional (ONP) contra la resolución de fojas 281, de lecha l2 de sctiembre de 2017,
cxpedida por la Sala Civil de la Corle Superior de Justicia de Huaura, que declaró
improcedente la demanda de autos.

I]UNDAMENTOS

l. En la sentencia e¡nitida en el Expediente 00987-201,l-PA/TC, publicada en el diaflo
oficial ¿'1 'eruano el 29 de a8osto de 2014. este Tribunal estableció. en el

. con caráctcr dc prccedentc. que se expedirá sentencia interloculori¡
ictada sin más trámite, cuando se presente alguno de Ios siguienlcs

s" quc rgua Imcntc cstán contenidos en el artículo ll del Reglanrenlo
ativo dcl TribLrnal Constitucional

a)
l,)

c)

Carezca de l'undamentación la supuesta vglneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
lrasccndcncia conslilucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiSa Lrn precedente del Tribunal
Constitucional.
Sc haya dccidido de manera desesti¡natoria en casos sustancialmente iguales.

3. Expresado de otro modo, y teniendo cn cucnta lo prec;sado cn el fundamento 50 dc
la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, una cucstión no rc!istc
espccial trascendqncia constitucional en los siguientes casos: (l) si una fulLrra
resolución dcl Tribunal Constitucional no rcsulta indispensable para solucionar un

2. Iln el prcsenlc caso, se evidencia quc el recurso de agravio no es¡á rcferido a una
cucstión de Derecho de especial trascendencia constitlrcional- Al respeclo, un

rccllrso carccc dc esta cualidad cuando ¡o está relacionado con el corrtcnido
const;tucional¡¡ente protegido de un derccho fundamental; cua¡do versa sobrc !¡n
asunto malerialmenle excluido del proceso de lúela de que se tralai o, finalrnenle.
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.
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conflicto de relevancia constitucional, pues no existe lesió¡r que compromela el
derecho fundamental i¡volucrado o se trata de un asunto que no corresponde
resolver en la vía constitucional; o (2) si no existe necesidad de lutclar dc manera

urgente el dcrccho constitucional invocado y no median razones subjetivas u

objetivas que habiliten a este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de

fondo.

En el presente caso, la recurrente prelende la n!¡lidad de Ia scntcncia dc vista
(Resolución ¡8) de fecha l6 de mayo de 2013 (f. 56), expedida por la Sala Civil de
la Colte Superior de Justicia de l-luaura (Expediente 2953-2011-0-1308-JR-CI-01).
pues a su crilerio, viola sü derecho iundamental al debido proceso en su

manileslaciórr dcl derccho a la motivación dc las resoluciones judicialcs al ordenar
la capitalizacióo dc la deuda prevision¿], lo cual, a su vez, desconoce su deber de

los fondos y rcservas dc la seguridad social. Asimismo, dicha cntidad alega
l¡o contraviene tanto el precedente .jud ic ial dictado por la SeSunda Sala
Constitlrcional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de

República en la Casación 5128-2013 LIMA, publicado el 25 dejunio de 201.1 en
el diario oficial E/ P¿rÍdro, como la d octrina j urispru dencial vinculante erritida en
el Expediente 02214-2014-PAffC, que expresamente proscriben la capitalización
dc intercses.

5. No obsiante lo argiiido por la actom, esta Sala del 'l'ribunal Conslilr¡cional
considera quc cl recurso dc agralio constitucional debe ser rechazado porque la
demanda ha sido planteada de mancra notoriamente extemporánea. En el'eclo, de lo
actuado se aprecia que esla úllima ha sido interpuesta el 6 de febrero de 20151 sin
embargo. medianle Resolución 21, de fecha 25 dejunio de 2014, que t'ue notiticada
r la demandante el 27 de junio de 2014 (olr. sistema de consulta de expedientes
j!¡d;ciales del Podcr Judicial), se le requirió la cancelación del monto dispuesto en
la cuestionada resolución, csto es, el cumplimienlo de lo decidido. Por lo tanlo, no
correspondc c¡1itir un pronunciamienlo de londo.

6. Dn consecuencia, y de lo expuesto en los l'undamentos 2 a 5 r¿rpr¿, se verillca quc
el prcsqnte recurso de agravio ha incunido en la causal de rechazo prevista cn el
acápitc b) del lundamenlo 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987'2014,
PA/TC y en el inciso b) del afticulo ll del Rcgla¡¡cnto Normativo del 'l'ribunal

Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de aSravio coÍlstitucional.
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Por estos fundamentos. el Tribunal Constiorcional, con Ia autoridad que le
confiere la Constitución Politica del Pcrú, y 1a participación del magiskado Espinosa-

Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del

maoistrado Ferrero Costa." Además. se incluye el lundamento de voto del magislrado Espinosa-Saldaña
Barrem.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de io constitucional porq!¡e la cucslión de

Derecho contenida en el recurso carecc ial trascendencia constitucional

Publiquese y notifiquese.

SS.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOA
ESPINOSA-SAI,DAÑA
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Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario scñalar lo siguie¡te:

1. Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del Tribunal Constitucio¡ai
peruano incluye pronr¡nciarse con rcsoluciones comprensibles, y a la vez, ritsuros¿s

técnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal Constitucional falta a su

Iesponsabilidad instituciolal de concretización de la Constitución, pues debe
hacerse entender a cabalidad en la compresión del ordenamiento jurídico conformc
a los principios, valores y demás preceptos de esta misma Constitución.

2. Así. en mérito a la rigurosidad técnica que debe ca¡acterizar a toda resolución de

nucstro lribunal, considero que es redundantc hablar de "doctrina jurispr'L¡dencial

vincL¡lar1te". tal como se consigna en el fundamento 4 del proyecto de scntencia.

3. Es pues, en este contexto, cluc en aras a la precisión conceptüal que le co esponde
mantener a este órgano colegiado, y sobre la base de lo dispuesto por nuestra
legislación y por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, la palabra
"\,inculante" en el escenario de las expresiones a¡¡iba señaladas es innecesaria por

rcdundante. Incluso puede gene¡ar ciefta indeseable conlüsión, en la medida que

podria entenderse que algunas de dicl]as decisiones no tendrían dicho carácter.

4. En ese sentido, dcbemos tener presente que en el artículo VI del Título Prclimina¡
del Código Procesal Conslilucion¡l, ifi fine, se establece la figura de la "doctrina
jurisprudencia)" o de la "jurispmdencia constitucional". Se señala en esta

disposición que:

"Artículo VI.- (...)
(...) Los Jueces interyretan y aplican las leyes o toda norma con rango de

ley y Ios reglamentos según los preceptos y principios constitucionales,
conforme a la irteryretació¡ de los mismos que rcsulte de las

resoh.¡ciones dictadas por el Tribunal Constitucional".

5. Como puede ap¡ccia¡sc, en esta disposición se recoge r¡n mandato claro y
obligatorio dirigido a los jueces y juezas, de seguir las interyretaciones del 'l'ribunal

Constitucional. Siendo así. consideramos que la caliñcación "vinculante" rcsultaria
redundante y tendría efcctos indcscados, en Ia medida que dicha expresiór podría
con¡otar quc además existe doct.i¡a j urisprudencial "no vinculante".

FUNDAMI,IN IO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRF]RA
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6. Lo antes dicho, dcsde luego, no obsta la posibilidad para que, mutatís muland¡s, en

un deterninado caso los jueces o las juezas puedan apaÍarse del criterio, regla o
interyretación cslablecida por el Tribu¡al Constitucional. Aquello se materializa a
través de la operación conocida como dist¡nguishirtg. A mayor abundamiento, esto

es posiblc siempre que exisla una diferencia sustantiva entre Io establecido como
doctrina jurisprudeícial y lo alcgado o discutido en el nuevo caso. Empero. asi
visto, el rlirli¿gr$rlrg no resta entonces en absoluto eficacia a la doctrina
jurisprudcncial, y menos aun cuestiona su obligatoricdad, sino que a tmvés de dicha
opcración 1an solo se detennina que la rcgla o criterio que estas contienen 11o son
aplicables al caso cspcciflco, por estár lüera de los alcances allí se regula.

7. llechas cstas salvedades, espero haber dejado en claro por qué, a pesar de estar de

acucrdo con el proyecto de resolución que suscribo, considero que no debió
agregarsc la cxpresión "vinculante", confome ha sido sustentado en este voto.

s.

Lo

OT
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VOTO SINGULAR DE,L MAGIS'TRADO FERRERO COSTA

Con la potestád que me otorga la Conslitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magist¡ado, emito el preselte voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedcnte vinculantc establccido en la Sentcncia 00987-2014-PAtfC,
SENI'IINCIA INIERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EL TRIBUNAL CONSTITUCIoNAL coMo coRTE Df, REv¡stóN o FALLO y No DE

CASACIÓÑ

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de controi de la Constitución, que tenía j urisdicción
en todo el teritorio naciolal para conocer, en víd de cdsac¡ó , de los habeas corpus
y amparos dcncgados po. el Poder Judicial, lo que implicó que dicho T bünal no
constituia una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hcchos i¡vocados como amenaza o lesión a los
delecho5 reconocidos en la Constitu(ion.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T¡ibtmal de Gamntías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 aI46, que
dicho órgano, al encontra¡ una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incu¡rido en graves vicios p¡ocesales en la
tramitación y resolución de Ia demanda, procedc¡á a casar la sentencia y, luego de
señalar la deñcietcia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
Ilepública (reenvío) para quc cmita nuevo fallo siguiendo sus lineamJentos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso ios procesos constitucionales
mencionados-

4. I.ll modclo dc tutcla ante amenazas y vul¡eración de derechos fue seriamentc
modilicado en la Constitución de I993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tr¡tela de dos a cuatro, a sabet, habeas corpus, amparo, habeas dala
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, sc crea al T¡ibunal Constitücional
como órgano dc contlol de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calillca eraóneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, eD

rfin

1. La Constitución de i979 creó el Tribrmal de Garantías CoDstitucionales como
instancia de casación y la CoNtitución de 1993 convirtió al T bu¡al Conslitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso Ia creación de un órgano ad ltoc, independiente del Poder
Jr¡dicial, con la tarea de gamntizar la supremacia conslilucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece quc cl
Tribunal Constitucional es instancia de ¡evisión o fallo.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, e¡ los cuales el
acceso a la últiDla instancia constitucional tiene lugar por la yla del cerÍiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
u¡ órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando ei agraviado no haya obtenido una
protección de su de¡ccho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está eD discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho l'¡rndamental, se
debe ab¡ir la vía corespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pe¡o la apeftura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionante colaborar con Ios jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisi. dc lo qLre se prelenJ(. de lo que ce invoca.

7. Lo constitucional cs escuchar a la parte como co[cretización de su derecho
irenunciable a la defensa; además, un T¡ibunal Constitucional constituye el más
eféctivo medio de dcfensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privacios, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad-

8. La administración de justicia constjtucional de la libertad que bdnda el l'¡ibunal
Co¡slitucional. desde su creación, es respetüosa! como corresponde. del derecho dc

trttt

5. Cabe señalar que la Constitución Política dei Perú, en su afículo 202, inciso 2,
prcscibe que co¡respo¡de al T¡ibunal Constitucional "co ocer, en úlfima y
dert itiya instancíd, las resoluciones denegalorias díctadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas dafa y acción de cumplüiie to". Esta disposición
constitucional, dcsde una posición de franca tutela de los derechos fu¡damentales,
exige que el T bunal Conslilucional escuchc y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fu¡damental. Una lectura dive$a
contravendría mandatos cscnciales de la Constitución, como son el pdncipio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (ar1ículo 1). y "la observancia del debido proceso y tutela
¡Lrisdiccional- Ninguna persona puede ser desviada de la j risdicción
precleterminad¡1 por la le!, ni sometida a procedimiento d¡st¡ to de los preyíamente
establecidos, ni juzgdda por ótganos jurísdiccíonales de ercepciótl i por
comísiones especiales creadas al efeclo cuak¡uiera sea su denomínación",
consagrada en el afiículo 139, inciso 3.

BL DERECHO A sf,R oÍDo coMo NIaNTFESTACIóN DE L^ DEI\'rocRATtzACróN Df, Los
ItRocttsos CoNst truclo¡_ALEs DE LA LIBERTAD
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defensa inherente a toda persona, cuya manileslación pdmaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas ga.antías ai intcrior de cualquier proceso en el cual se

rleterminen.us derechos. inrere<e. ) obligaciones.

9. Prccisamcntc. mi alejamieDto respecto a la emisió¡ de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está rclacionado con la defensa, la cual, sólo es

el¿ctiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrila )
oral. los argumentos peñinentes, concrelándose el principio de inmediacion que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señala¡ que, en ta¡to que la
potestad de administmr juslicia coDstiluye una manifestación del poder que el
Estado os¡enta sobre las personas. su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a scr oido con las debidas garantias.

I l. Cabe añadir que la participación directa de las pafes, en defensa de sus inlereses,
quc sc concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza cl proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo corespondiente a su favor, lo que resulta a
excluyenle y antidemocrático. Además, el T bunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimiza¡, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumcntos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constilucional se
legilima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
cxp¡esa¡ de modo suliciente las ¡azones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuclvc,
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12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de del'ensa "oblíga al Eslado a traÍar dl indbiduo en todo mome to cot o
un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
símplemente como objeto del mismo"\,y q:uc "para que exísta debido proceso legal
es preciso que un just¡c¡able pueda hacer ydler sus derechos y de/énder sus
íntereses en__forma efecth)a y e condiciones de igualdad plocesal con ofros
.iustíciables "' .

I Corte IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
párlalb 29.

' Co¡e IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, párrafo 146.

wt4
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N,\TtrR^I,EZ,^ PRocES^t, DEL RECURSo DE AcRAvto Co\srITtrcloNAL

ll. El modeio de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirluado por el Tribunal Constitucional si no es con gravc violación de sus
disposiciones. Dicho T¡ibunal es su inté¡prete supremo, pero no su ¡elbrmador, toda
vez quc como órgano constituido también está sometido a la Conslitución.

14. Cuando se aplica a un proceso cot'Ntitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", cl roculso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadeú esencia jurídica, ya que el 'l'ribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalilicar" elrecurso de agravio co¡stitucional.

15. De confbrmidad con los artículos 18 y 20 dcl Código Procesal Constitucional, el
'lribullal Conslitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribrural lo que le corresponde es conocer del
Rt\C y pronunciarse sobre el fondo. Po¡ e¡de, no le ha sido dada Ia competencia de
rcchaza¡ dicho recurco! sino por el contrario de "conoce¡" lo que la parte alega
como un agravio quc lc causa indelension.

16. Po¡ otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
rcquicrc ser aclarado, justiñcado y conc¡etado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificarlo,
conviene el empleo de la precitada sentencia en arbilrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de del'ensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías. pues ello daria lugar a decisiones subjeti\,as y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tcndrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presenta¡ su
respectiva demanda-

17. Por lo demás, mLtatis mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PAflC repite lo señalado por el 'fribunal Constitucional en otros
lállos, como en el caso Luis Sárchez Lagomarcino Ramírez (Sente¡cia 02877-
2005-PHC/I'C). Del mismo modo, constituye una reañmación de la naturaleza
procesal de los proccsos constituciotales de la libertad (supletoriedad, vía pre\ia,
vías paralelas, iitispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
ciefio, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
uDa naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo pam que se pueda desvirtuar la esencia pincipal del ¡ecurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tienc en cr¡enta que la juslicia en sede constitucional rcpresenta la
úllima posibilidad para proteger y reparar los derechos filüdamentales de los
agúvjados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audie[cia pa¡a la
vista, lo que garantiza que el T¡ibunal Constitucional, en tanto instancia última y
deiinitiva. sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
dc¡cchos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que. agotada Ia vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como ailrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
ticmpo, una defénsa total de Ia Constitución, pues si toda gara[tía constitucional
entraña el acccso a la prestación ju sdiccional, cada cual al defender su derecho
está del¡ndiendo el de los dcmás y el de la comunidad que rosulta oprimida o
envilecida sin 1a protección judicial auténtica".
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